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I. METODOLOGÍA Y PROCESO DE CONSULTAS

1. La presente expresa las opiniones compartidas de actores individuales y grupos de la sociedad civil no reconocida oficialmente. La Corriente Martiana coordinó el proceso de elaboración, consulta, aprobación y presentación de la misma.

2. Se elaboró un borrador de la comunicación a partir de sugerencias de los miembros de la coalición que fue posteriormente sometido a revisión y corrección por estos mismos miembros para obtener una versión final con la posibilidad de acompañar las adhesiones con reservas.
II. ALGUNOS ANTECEDENTES
3. En la comunicación presentada en línea a los Procedimientos Especiales con referencia:  8m 8x a r f 3, en fecha 26 de noviembre de 2018 por el defensor Moisés Leonardo Rodríguez, se declaró que se daría seguimiento a la misma después de aprobada la nueva Constitución, lo que se cumple por esta coalición.
4. Durante el proceso de elaboración de la nueva Constitución se cometieron violaciones de derechos humanos por parte de funcionarios e instituciones estatales, entre las cuales cuentan:
· A) La prohibición durante las consultas populares (13 de agosto hasta 15 de noviembre de 2018) de que se cuestionara que “El sistema socialista que refrenda esta Constitución, es irrevocable” así como que para su defensa “Los ciudadanos tienen el derecho de combatir por todos los medios, incluyendo la lucha armada, cuando no fuera posible otro recurso, contra cualquiera que intente derribar el orden político, social y económico establecido por esta Constitución.” (Artículo 4 y reafirmado en el 229) y que el Partido Comunista de Cuba sea el partido único permitido y ser “la fuerza política dirigente superior la sociedad y el Estado” (Artículo 5). 

5. Los que no comparten las ideas socialistas, los que no aceptan que su país lo dirija un grupo de  personas no escogidas por el voto popular así como los amenazados con el ejercicio de la violencia por intentar modificar lo impuesto, ven violados de la Declaración Universal de Derechos Humanos (ONU, 1948, en lo adelante DUDH):

            Artículo 1. por violar el llamado a la fraternidad,

            Artículo 2. al negar la igualdad por condición política,

            Artículo 3. por no garantizarse la seguridad de las personas de pensamiento discordante del  

                            oficial,

            Artículo 7. por no garantizarse la igualdad ante la ley y la protección por ella a los diversos,

            Artículo 19. por coartarse la libertad de opinión y de expresión,

            Artículo 20.  por no garantizarse la libertad de reunión y asociación pacífica a los de ideas 

                               políticas diversas.

            Artículo 21. por no garantizarse el derecho de todos a participar en el gobierno de su país y 

                                el  acceso a las funciones públicas a los diversos

            Artículo 28.  por no garantizarse constitucionalmente un orden “en que los derechos y 

                            libertades proclamados en esta Declaración se hagan plenamente efectivos”.
6. La imposibilidad de participar en la toma de decisiones sobre los asuntos que les afectan a los no militantes del partido comunista o sus incondicionales, la imposición de un sistema cuya definición es imprecisa y ambigua junto a la imposición de doctrinas incompatibles entre sí y que no son compartidas por todos los ciudadanos, conllevan a un evidente sistema de segregación con una clara política, de jure y de facto, de apartheid ideológico y político.

· B) Desde meses anteriores al 24 de febrero de 2019 (fecha en que se realizó un referendo sobre el texto constitucional)  la oficialidad desarrollo una fuerte campaña invitando a la población a votar SI en dicho referendo. Esta campaña fue sufragada con recursos y realizada por los medios que según la constitución de 1976 pertenecen a todo el pueblo y a pesar de que la ley electoral prohíbe la realización de campañas políticas.

8. Los cubanos que intentaron desarrollar campaña por el NO fueron objeto de violaciones de derechos humanos que incluyeron:

· a) detenciones arbitrarias,

· b) golpizas,

· c) multas sin causa real,

· d) registros y ocupación de medios de trabajo, 

· e) condenas por causas comunes falsas sin que mediara el debido proceso,

con lo que fue ignorado lo señalado por la Alta Comisionada para los Derechos Humanos, Sra Michel Bachelet, en el anexo de su carta del 2 de noviembre de 2018 al canciller Bruno Rodríguez Parrilla (en lo adelante la carta) (1) en el que se señala en la sección Marco nacional de derechos humanos, que como resultado del Examen Periódico Universal a que fue sometida Cuba en su 30ma. Sesión en mayo de 2018 se debe garantizar

 “...el pleno disfrute del derecho a la libertad de expresión y a la libertad de reunión y asociación pacíficas de conformidad con las normas internacionales de derechos humanos, incluso a través de la revisión de la legislación pertinente y la rápida investigación y enjuiciamiento de los actos de hostigamiento, malos tratos, represalias y otros abusos contra los defensores de derechos humanos, opositores políticos,  periodistas y  miembros de organizaciones de la sociedad.”.
III. INCONGRUENCIAS DE LA CONSTITUCIÓN RESPECTO A ALGUNAS RECOMENDACIONES DEL EPU A CUBA 2018.
9. A pesar de que en la  sección Marco nacional de derechos humanos del anexo de la carta se recomienda “El fortalecimiento del marco normativo a través de la armonización de toda la legislación nacional con las obligaciones internacionales en materia de derechos humanos...”  se expresa en el artículo 8 que “La Constitución de la República de Cuba prima sobre estos tratados internacionales” y lo que “prima sobre” no necesariamente se “armoniza” como se recomienda.
10. En la Sección Cumplimiento de las obligaciones internacionales en materia de derechos humanos, teniendo en cuenta el Derechos Internacional Humanitario aplicable,                                               de la propia carta, se recomienda en su inciso B. Derechos civiles y políticos la“Abolición de la pena de muerte para todos los delitos”. No se hace siquiera  referencia a esta pena en el nuevo texto constitucional. La misma se encuentra sometida a una moratoria desde el año 2003.
11. En la sección Administración de justicia, incluida la lucha contra la impunidad, y estado de derecho, se recomienda la “Adopción de todas las medidas necesarias para garantizar la plena independencia e imparcialidad del poder judicial”.
12. Esta recomendación no se ha tenido en cuenta en la nueva Constitución pues se mantiene un Consejo de Gobierno que según el artículo 148 de la Constitución “ ...ejerce la iniciativa legislativa y la potestad reglamentaria, toma decisiones y dicta normas de obligatorio cumplimiento por todos los tribunales y, sobre la base de la experiencia de estos, imparte instrucciones de carácter obligatorio para establecer una práctica judicial uniforme en la interpretación y aplicación de la ley”. 
13. Pero resulta que según el artículo 149 “Los magistrados y jueces legos del Tribunal Supremo Popular son elegidos por la Asamblea Nacional del Poder Popular o, en su caso, por el Consejo de Estado.”  y que a estos dos últimos órganos solo pueden acceder militantes del partido único permitido o incondicionales al mismo dada la segregación antes argumentada, por lo que los mismos no podrán ser realmente imparciales e independientes y por tanto queda como un puro formalismo lo enunciado en el artículo 150 acerca de que “Los magistrados y jueces, en su función de impartir justicia, son independientes y no deben obediencia más que a la ley”, lo que está además avalado por la práctica jurídica de años anteriores y aun durante la elaboración de esta nueva Constitución.

14. El artículo 156 encarga a la Fiscalía General de la República la misión de “...ejercer el control de la investigación penal y el ejercicio de la acción penal pública en representación del Estado , así como velar por el estricto cumplimiento de la Constitución, las leyes y demás disposiciones legales, por los órganos del Estado, las entidades y por los ciudadanos” pero resulta “...subordinada al Presidente de la República.”

15. Se establece además que “El Fiscal General de la República y los vicefiscales generales son elegidos y pueden ser revocados, según corresponda, por la Asamblea Nacional del Poder Popular, o en su caso por el Consejo de Estado.”(artículo 158) y debe además rendir cuenta de su función a la Asamblea Nacional del Poder Popular según el artículo 159.

16.  La recomendación incluida en el anexo de la carta, en la sección de Libertades fundamentales, acerca de la “Promoción de un entorno independiente y pluralista para los medios de comunicación, incluso a través de la adopción de una ley de libertad de información de conformidad con las normas internacionales y la creación de un organismo independiente de la regulación de la de radio y teledifusión.” es ignorada pues según el artículo 55 de la Constitución “Los medios fundamentales de comunicación social, en cualquiera de sus manifestaciones y soportes, son de propiedad socialista de todo el pueblo o de las organizaciones políticas y de masas y no pueden ser objeto de otro tipo de propiedad. El Estado establece los principios de organización y funcionamiento para todos los medios de comunicación social”.

17. En el inciso C. Derechos económicos, sociales y culturales del anexo a la carta, se recomienda “Fortalecimiento adicional del marco legal que rige los derechos laborales mediante la implementación de todos los Convenios de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) de los que Cuba es parte” pero en la Constitución no se incluye el derecho a huelga ni a la libre sindicalización y se mantiene un único sindicato oficialmente reconocido y son objeto de  represión los sindicalistas independientes a pesar de ser Cuba Estado Parte de los convenios 87 y 98 de la OIT.

18. La mayor parte de los trabajadores son contratados en establecimientos de “propiedad de todo el pueblo” (artículo 18 de la Constitución) y, al resultar que “El Estado dirige, regula y controla la actividad económica conciliando los intereses nacionales, territoriales, colectivos e individuales en beneficio de la sociedad” (artículo 19 de la Constitución), se llega entonces a la dual función Estado-Patrón.
19. Los convenios colectivos de trabajo reafirman la subordinación de sindicato único permitido, la Central de Trabajadores de Cuba (CTC), al Estado – Patrón pues se orientan fundamentalmente a lograr el cumplimiento de las metas gubernamentales y generalmente ignoran los intereses de los trabajadores.
20. El Estado no respeta el derecho a la libre contratación y a recibir el pago directo de empresarios extranjeros a los trabajadores nacionales, ni dentro ni fuera del territorio nacional, al ser el único contratista legalmente reconocido.
21. Estos mecanismos refuerzan el control político sobre los ciudadanos y permite que el Estado se apropie de la mayor parte de los salarios de los trabajadores que brindan sus servicios en el exterior por contratos acordados por el Estado o en empresas de capital compartido en la isla.

22. El artículo 4 de la Constitución valida que “los ciudadanos tienen el derecho de combatir por todos los medios, incluyendo la lucha armada cuando no fuera posible otro recurso, contra cualquiera que intente derribar el orden político, social y económico establecido por esta Constitución”,  lo que constituye una fuente de temor para parte de la población.
23. Este temor deriva de lo impreciso de los términos “combatir por todos los medios”, “lucha armada” y qué se entiende por “intentar derribar el orden político, social y económico establecido” pues muchos ciudadanos critican aspectos disfuncionales y proponen alternativas pacíficamente y solo por ello son considerados “contrarrevolucionarios”, “agentes del enemigo”, “mercenarios” y son por ello objeto de acciones represivas.

IV. CONCLUSIONES

La nueva Constitución no mejora las garantías para el disfrute de los derechos humanos y las libertades fundamentales para todos los ciudadanos cubanos  y por ello se hacen necesarias acciones urgentes, concretas y efectivas por parte de la Organización de Naciones Unidas para que esta necesidad sentida por muchos ciudadanos sea satisfecha por el Estado cubano al asumir efectivamente las 230 recomendaciones que fueron aceptadas por él mismo en la 30ma sesión del EPU en 2018y de las cuales aquí solo tratamos las destacadas por la Sra. Bachelet en la carta de referencia.

En disposición de brindar más información, quedamos de Ustedes, 

                                                                                             Moisés Leonardo Rodríguez Valdés

                                                                                                   Portavoz de la coalición

Localización del portavoz: Avenida 45 No. 2410 entre 24 y 26. Cabañas, municipio Mariel, provincia Artemisa. CP 37520

Correos electrónicos: corrientemartiana2004@gmail.com     porunacubamartiana@gmail.com 

                                                             moises47@nauta.cu 
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